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                 México D.F. a 20 de junio de 2014 

 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA CONSEJERA BEATRIZ EUGENIA 

GALINDO CENTENO EN CONTRA DEL ACUERDO DE REGLAMENTO DE 

SESIONES DEL CONSEJO GENERAL EN LOS TÉRMINOS APROBADOS EN 

SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 

NACIONAL ELECTORAL, CELEBRADA EL VIERNES 20 DE JUNIO DE 2014, 

ESPECÍFICAMENTE EN CUANTO A LOS EFECTOS DE LA PORCIÓN 

NORMATIVA RELATIVA A LA REPRESENTACIÓN DE LOS CANDIDATOS 

INDEPENDIENTES EN EL CONSEJO GENERAL, ESTABLECIDA EN EL 

ARTÍCULO 5, PÁRRAFO 1. 

 

Como parte de la deliberación entablada durante la redacción del instrumento 

normativo que estamos considerando, se discutieron los términos en que los 

candidatos independientes a la Presidencia de la República serán representados 

ante este Consejo General.  

 

Para algunos, dicha representación se agota en la designación que estos 

candidatos hagan de una persona que, en su lugar, reciba las notificaciones e 

información que este órgano les brinde; para otros, la representación debe 

materializarse en esta misma mesa, otorgándoles así las condiciones necesarias 

para participar en las deliberaciones y fijar las posturas que todos y cada uno de 

nosotros creemos indispensables para la defensa de los intereses, ya sea de este 

Instituto, ya sea del partido político representado. En todo caso, la redacción de la 

nueva norma comicial ha generado dudas. A este respecto, no sobra la lectura del 

artículo 396 de la LGIPE, que a la letra dice:  
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Artículo 396. 
 

1. Los Candidatos Independientes, de conformidad con lo previsto por 
los reglamentos de sesiones de los Consejos General, locales y 
distritales aprobados por el Consejo General, podrán designar 
representantes ante los órganos del Instituto, en los términos siguientes: 

 
a) Los Candidatos Independientes a Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, ante el Consejo General y la totalidad de los consejos 
locales y distritales; 

b) (…) 
 

Deseo subrayar la frase “de conformidad con lo previsto por los reglamentos de 

sesiones de los Consejos General, locales y distritales aprobados por el Consejo 

General…”, porque hace patente la intención del legislador de brindar a este 

máximo órgano de dirección la facultad de reglamentar la ley en la materia.  

 

Cada uno de nosotros conocemos los controles a que debe someterse la facultad 

reglamentaria, debiendo ésta quedar limitada por el principio de subordinación 

jerárquica. De acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la Nación, este 

principio consiste en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede 

modificar o alterar el contenido de una ley, toda vez que los reglamentos tienen 

como límite natural los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a 

la ley que reglamentan, teniendo así la finalidad de detallar sus hipótesis y 

supuestos normativos de aplicación sin que pueda incluir mayores 

posibilidades o imponer distintas limitantes a las de la propia ley que va a 

reglamentar.  

 

¿Qué estamos haciendo en este Consejo General al reglamentar la LGIPE, 

concretamente en cuanto al Proyecto de Acuerdo que se somete a nuestra 
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consideración, relativo al Reglamento de sesiones de este órgano de dirección, en 

el apartado concerniente a la representación de los candidatos independientes? 

Me temo que contrariando un precepto legal que, si bien no es del todo claro, sí da 

las suficientes indicaciones para reconocer a estos candidatos a la Presidencia de 

la República el derecho de sentarse a esta mesa a través de un representante 

durante todo el desarrollo del Proceso Electoral Federal a fin de que puedan 

expresar las circunstancias con las que se enfrenten durante el mismo.  

 

Se ha argumentado que los candidatos independientes no son partidos políticos ni 

entidades de interés público. No lo son en lo absoluto. Se trata de ciudadanos que 

han reunido cientos de miles de firmas de apoyo entre la ciudadanía y que 

representan al menos a este sector en la contienda por la máxima magistratura del 

Estado mexicano. Ejercen una forma novedosa de participación política y cumplen 

con los más avanzados estándares internacionales de democracia participativa. 

Son, además, una parte fundamental durante la preparación y desarrollo de los 

comicios y, tanto como los partidos, cuentan con un interés legítimo para el que 

buscan ganar el voto ciudadano.  

 

Se ha argumentado que nunca en esta mesa se ha sentado el representante de 

un candidato en particular. Al respecto permítanme preguntar: ¿Es que los 

partidos políticos son, durante cada proceso electoral, otra cosa que 

representantes de cada uno de los candidatos que registraron ante los órganos de 

dirección de este Instituto?  

 

Porque me queda perfectamente claro que los partidos políticos son entidades de 

interés público pero también que son partes en la contienda y, como tales, 
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tienen como principal función representar los intereses de todos y cada uno de sus 

candidatos.  

 

¿Qué debe hacer el Instituto Nacional Electoral frente a las dudas suscitadas por 

la redacción de la norma? Antes que otra cosa, en razón de que interpretaremos y 

reglamentaremos la Ley, hacer uso del Principio del Legislador Racional. Al 

respecto, permítanme dar lectura al artículo 379 de la LGIPE:  

 

Artículo 379. 
 
1. Son derechos de los aspirantes: 

d) Nombrar a un representante para asistir a las sesiones de los 
Consejos General, locales y distritales, sin derecho a voz ni voto; 

 

Subrayo las frases “para asistir a las sesiones”, “sin derecho a voz ni voto”, porque 

el legislador dejó muy claro que los aspirantes no cuentan con  estos dos 

derechos al asistir a las sesiones de nuestro máximo órgano de dirección. ¿Para 

qué sentarlos a la mesa?  

 

Sin embargo, el legislador no se expresó de esta forma para los aspirantes que 

hubieran obtenido su registro, es decir, para los candidatos independientes 

propiamente dichos. Al contrario, la redacción empleada es la misma que usa para 

brindar a los partidos políticos el derecho de nombrar representantes ante los 

órganos del Instituto Nacional Electoral. Haciendo uso del principio del legislador 

racional, esta diferencia de redacción forzosamente debe significar algo. ¿Qué?  

 

Me parece que significa aquéllo que como autoridad administrativa tenemos la 

obligación de garantizar: en caso de duda, la interpretación de toda ley debe 
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realizarse pro homine, es decir, de conformidad con lo establecido por el artículo 

1º Constitucional y a favor de los derechos de los directamente afectados por la 

norma.  

 

En rezón de lo anterior, deseo expresar mi conformidad con el proyecto de 

Reglamento, excepto en lo relacionado con la representación de los candidatos 

independientes ante el Consejo General que, en mi opinión, tienen el derecho de 

deliberar y fijar su interés electoral en esta mesa tanto como lo tiene cada una 

de las fuerzas políticas aquí representadas. 

 

Tengo la convicción de que este Consejo General no debe negar a los candidatos 

independientes a la Presidencia de la República el derecho de expresar, en esta 

mesa, todas y cada una de sus necesidades durante el proceso electoral.  

 

De votar el proyecto tal como ha sido presentado estaremos siendo una autoridad 

poco hermenéutica y nada garantista. Por el contrario, de brindar a los 

candidatos independientes este espacio de deliberación, lejos de contravenir el 

principio de legalidad estaremos dándole un cumplimiento justo al tiempo de 

garantizar el principio de equidad en la contienda. Si damos espacio en esta 

mesa a las personas de los candidatos independientes, les estaremos brindando, 

de conformidad con nuestra Constitución, la protección más amplia, a ellos, y a 

los ciudadanos que con sus firmas los respaldan. 


